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“Detenidos en la Unidad III de San Nicolás s/Recurso de Casación (art. 417 C.P.P.)”

P. 96.544

Suprema Corte de Justicia:





El Señor Defensor General del Departamento Judicial de San Nicolás, Dr. Ganon, en su oportunidad (15 de diciembre de 2004) interpuso “Hábeas Corpus” (fs. 1/10) a favor de los internos “procesados o penados” alojados en la Unidad Carcelaria nº 3 de aquél Departamento Judicial.





La petición fue desestimada por la Cámara de Apelación y Garantías de ese Departamento Judicial (Fs. 12/15vta).





Tal rechazo motivó que la parte interpusiera recurso de casación (fs. 29/30vta) el que también  -por mayoría-  fue rechazado.





El Señor representante de la Defensa Pública enumeraba una cohorte de actos y omisiones que  -a su criterio-  resultaban ser reparados por la vía del hábeas corpus.





En apretada síntesis resaltaba  -como actos-  los contínuos traslados a que eran sometidos los internos con domicilio en San Nicolás es decir fuera de esa  jurisdicción con todo lo que ello implica  -tal alejamiento-  en cuanto al núcleo familiar;  muertes violentas (al momento de la presentación se habían producido dos); degradación (encierros por mas de doce horas “apiñados” en pequeñas celdas);  hacinamiento;  superpoblación;  procesados alojados junto a condenados;  internos alojados en pabellones “5” y “6” en condiciones de encierro prolongado;  celdas mínimas con una letrina a utilizar entre 2 y 4 personas;  dentro de las omisiones señalaba como el no acceso a la rehabilitación;  alimentación deficitaria;  no existencia a tratamientos sicológicos ni siquiátricos;  falta de medicamentos y falta de atención médica.





El ‘a-quo’  -mayoría-  argumentó que para ser viable la petición de hábeas corpus el agravamiento en las condiciones de detención debe ser “arbitrario” (art. 20 de la Constitución de la Provincia).





En cuanto a los traslados de detenidos sostuvo el Tribunal “apelado” que es facultad exclusiva del Servicio Penitenciario;  las deficiencias edilicias y estructurales de la Unidad a que hace referencia el Señor Defensor tampoco es atribuible  -según el ‘a-quo’-  a arbitrariedad.





Refiere que lo arbitrario devendría  “...si respondiera a la nuda voluntad o mero capricho del Servicio Penitenciario, lo cual, en principio y como se dijera supra, no puede decirse de una situación general que afecta a todos los detenidos por igual, en el marco de las condiciones materiales con los que cuenta dicha institución”.





Propone, por último,  (la mayoría) que las deficiencias señaladas sean comunicadas  -para su corrección-  al poder administrador.





La Defensa Oficial ante la Casación ciñe sus agravios ante el fallo que he sintetizado a que adolece de arbitrariedad por “indebida  fundamentación” por apartarse del precedente del Tribunal Federal sin dar “fundamento pertinente” lo cual implica  -dice-  la afectación del art. 18 de la Constitución de la Nación.





Como base de su postura cita las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos de las Naciones Unidas pues, junto al art. 18 citado constituyen el marco normativo que garantice un encierro constitucional.





Reclama el “ejercicio de la jurisdicción... realizando la totalidad de las medidas pertinentes con el objeto de subsanar la afectación de los derechos personalísimos de los detenidos alojados en la Unidad  nº 3...anulando los efectos dañosos que la resolución...del a-quo legitimó...”.





En mi opinión el recurso es procedente.





Como punto de partida deseo efectuar una brevísima referencia a la naturaleza jurídica del hábeas corpus deducido.





Conforme la terminología empleada por el maestro de Derecho Constitucional Sagües  existen dos tipos de hábeas corpus a saber:  el reparador y el preventivo, ambas grandes categorias a su vez se subdividen, entre otras, en el denominado “correctivo” (Derecho Procesal Constitucional, Hábeas Corpus, Tº 4, Ed. Astrea, pag. 134, edición 1998).





En síntesis, el correctivo (arts. 20 inc. 1º, Constitución de la Provincia y 405 del CPP) representa nada mas y nada menos que el paliativo ante el incumplimiento del precepto constitucional.





El texto constitucional en cuestión en su parte final preceptúa que las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ellas, y toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos mas allá de lo que aquélla exija, hará responsable al Juez que la autorice.





Sobre la explicación de éste párrafo y su relación con el tema de marras, el autor que vengo citando dice que  “...la interpretación de ésta claúsula es decisiva para el problema que nos ocupa. Una buena intelección al respecto puede hallarse en Gonzalez: la constitución, escribe, se propone, con relación al preso, solo privarle de su libertad”. Por ende, quedan prohibidos castigos o vejámenes suplementarios, ya que la Constitución excluye actos de crueldad e impone, en cambio higiene y salubridad en las penitenciarias. El sistema carcelario tiene, en consecuencia, un fin claro: asegurar al condenado”. (Sagúes, ob. Cit. Pág. 211).





Ahora bien, clarificada su naturaleza jurídica ( entendiéndose a éste remedio como aquel que tiene por finalidad “corregir” la forma en que se está cumpliendo con la detención; “...la finalidad del hábeas corpus correctivo consiste en que el Magistrado ante quien se interpone haga cesar inmediatamente, sin perjuicio de la ulterior intervención del Juez de ejecución o de la causa, los actos u omisiones que importan un agravamiento ilegítimo de las condiciones de detención del beneficiario;  del dictamen del Señor Procurador General de la Nación; Fallos 322: 2735)  considero que resultaría adecuada la tarea de determinar si el mismo se adecúa a los planteos que he sintetizado al inicio del presente dictamen.





No cabe duda que la respuesta deviene afirmativa pues, precisamente lo denunciado afecta “garantías individuales”  -como se verá-  de los internos alojados en la U. C. 3.





Debo resaltar lo resuelto por la Corte Federal en el recurso de hecho deducido por el C. E. L. S. en la causa  Verbitsky, Horacio s/hábeas corpus; al denegarse el recurso federal deducido e interponerse contra esa denegatoria el correspondiente recurso de queja, la Corte Suprema  instruyó a VV. EE y Tribunales de todas las instancias de la Provincia para que hagan cesar toda eventual situación de agravamiento de la detención que importe un trato cruel, inhumano o degradante o cualquier otro
susceptible de acarrear responsabilidad internacional al Estado Federal (Ac. 83.909, del 11 de mayo de 2005).





Lo decidido originariamente por la Cámara de Apelación y Garantías de San Nicolás y posteriormente por la mayoría del ‘a-quo’ no va en sintonía con las medidas que oportunamente fueron dictando VV. EE tal como se individualizan  -no las transcribo en honor a la brevedad-  en Ac. 83.909.





A modo de precedente estimo que resulta útil citar lo resuelto por la  Corte Suprema en la causa “Gallardo, Juan Carlos s/hábeas corpus” de fecha 1 de noviembre de 1999.





Si bien está referida al Servicio Penitenciario Federal (el recurrente fue trasladado de San Rafael a Mendoza y en ésta última no recibió asistencia médica  -padecía problemas urológicos-  y dormía en el suelo.





Después de sostener que una persona sometida a privación de libertad se encuentra amparada por la Constitución Nacional y los tratados internacionales  -con jerarquía constitucional-  (arts. 18 y 75 inc. 22, CN)  resuelve que las prohibiciones de someter a tratos inhumanos o degradantes

En virtud de los pactos internacionales, tiene carácter absoluto.





También, en cuanto al amparo constitucional de los detenidos véase LL. 1987-C-225).





El demandante de hábeas corpus había solicitado, a los efectos de acreditar lo afirmado, la realización de una serie de diligencias útiles, a tal fin, sin que las mismas hayan sido realizadas incurriendo, en consecuencia, el tribunal en una postura omisiva pues, quizás, su realización hubiera determinado otro tipo de resolutorio (piénsese, por ejemplo que lo denunciado ameritaba, al menos, una verificación “in-situ”).





En este sentido, la Corte Suprema tiene resuelto de manera reiterada que el hábeas corpus exige, en aras del logro de su finalidad, agotar con la premura del caso las medidas que razonablemente aconsejen las circunstancias para esclarecer debidamente los hechos denunciados y determinar si concurre efectivamente uno de los supuestos en los que la acción resulta procedente  (Fallos 300:457; 301:143; 302:772; 305:500; 306:551; 307:1039; 311: 308, entre muchos otros).





Conviene recordar que para el caso de tratamiento médico se hizo lugar al hábeas corpus correctivo (véase obra de Sagües cit., págs. 216 y sgts.) como así también para la carencia de elementos adecuados en la prisión o para el traslado injustificado de detenidos.





Por otra parte, el demandante se queja por la morosidad en la resolución de las causas. Tal problemática fue traída a conociemiento de esa suprema Corte;  en la causa que vengo citando (Ac. 83.909) se resolvió que “Esta Corte conoce y pondera las múltiples decisiones que diversos órganos jurisdiccionales han adoptado en pos de garantizar los derechos constitucionales que asisten a aquellos que se encuentran privados de su libertad, pese a los escasos medios con que cuentan y la cantidad abrumadora de causas que a diario deben resolver, con una sobrecarga de trabajo que perjudica la labor jurisdiccional haciendo casi imposible que los procesos sean fallados en tiempo razonable”.





No deseo finalizar el presente dictamen sin hacer una somera referencia a lo resuelto el 27 de diciembre de 2005 por la Sra. Jueza de Ejecución del Dto. Judicial de Mercedes en causa 361 “Hábeas Corpus colectivo interpuesto por el Señor Defensor General Dr. Juan Jose Mahiques en virtud que el mismo fue deducido en ampara de toda la población carcelaria de la U. 5 de aquella ciudad.





Algunos hechos presentaron coincidencias con los ahora denunciados (carencias en el área de salud, higiene y salubridad; capacidad edilicia, elevado número de internos actualmente alojados viéndose superada así la capacidad).





A raíz de ello, se hizo lugar al mismo ordenándose una serie de medidas tendientes a corregir el estado de cosas denunciado.





Propongo que VV. EE hagan lugar al presente recurso; en consecuencia se case la sentencia en crisis y asuma competencia positiva, dicte sentencia haciendo lugar al “hábeas copus” deducido (conf. art. 496, C.P.P.). .





Tal es mi dictamen.





La Plata, marzo             de 2006.
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